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CORRESPONDENCIA RECIBIDA

25 de Mayo, 4 de Noviembre de 2024.


Sres Honorable Concejo Deliberante
25 de Mayo (Bs.As.)
Sr. Presidente Jorge De Marcos
S……………….../……………...D

Ref.: Expediente N° 153/2024.

De mi mayor consideración:
                                             Por medio de la presente acerco a Ustedes, fundamentos y material probatorio sobre mis dudas del buen funcionamiento del Juzgado de Faltas Municipal, en este caso lo haré sobre lo actuado a mi entender con perjuicio hacia mi Empresa y el normal desenvolvimiento de nuestras actividades comerciales que supuestamente habrían sido interferidas de manera perjudicial.

1) El día 27 de Marzo en un procedimiento de Inspectores de Tránsito, se nos secuestra un Montacarga propiedad de nuestra Empresa por carecer de patente, es llamativo la atención:
a) Que en muchos años nuca haya ocurrido secuestros por este Municipio de herramientas de trabajo autopropulsadas como la nuestra.
b) Que el mismo Municipio que me lo secuestra posee muchas herramientas autopropulsadas sin patente.
c) Que de todas las herramientas existentes en 25 de Mayo sin patente, solo se nos haya sido requerido a nosotros en ese momento y transcurrido 7 meses, solo siga siendo el nuestro, que además no circula fuera de nuestra calle, donde se encuentra nuestra explotación comercial.
2) No obstante de lo mencionado más arriba, se nos hace la liquidación de la multa recién en los primeros días del mes de Junio, (a mi entender excediendo los plazos ADMINISTRATIVOS) la cual abonamos en termino el día 7 de Junio, esperando la pronta restitución de nuestra herramienta de trabajo, cosa que la Jueza nos negó con fundamentos a mi entender fuera de la Ley 24.449, donde en su Artículo 72 inciso C.2 que expresa “Será entregado a quién acredite su propiedad o tenencia legítima, previo pago de los gastos que haya demandado el traslado”.
La tenencia legítima de un bien registrable no registrado, se demuestra con un boleto compraventa el cual ya fue presentado al inicio del Expediente.
3) Con fecha 27 de Septiembre, recibo del Juzgado otra nota donde se me intima que a la brevedad se me cobraría derecho por estadía equivalente a un módulo diario (10% salario Municipal de un ingresante), lo cual me es llamativo la atención por todo caso, ya que en los años que ella lleva de Jueza, jamás utilizo estos criterios y los entiendo como arbitrariedad que solo las aplica con la intención de afectar nuestros intereses, ya que no es un criterio que venga aplicándose en este Juzgado cuando la Norma no es nueva, ya que posee 12 años.

Estas situaciones ocurridas, me hacen dudar de la equidad de la Jueza de Faltas a la hora de administrar justicia contravencional sobre los vecinos de nuestra comunidad.

Voy a citar la Ley Provincial 13.927 en su Artículo 2° Bis
“Las Leyes de tránsito tienen por objeto preservar la salud, la vida y la seguridad de quienes transiten el territorio provincial, reducir la mortalidad y la morbilidad derivadas de la siniestralidad vial. Las normas que fijan las pautas de circulación y las que establecen los límites legales de alcohol en sangre y de cualquier sustancia que disminuya las condiciones para la conducción, integran las políticas públicas de seguridad vial”.

También la Ley Nacional de Tránsito 24.449 Art. 70.2 de los Jueces de Falta “Evaluar el acta sujeto a las reglas de la sana critica razonada”.

Principio de igualdad ante la Ley: Todos los ciudadanos deben ser tratados de manera igual ante la Ley, sin discriminación alguna.
Principio de Imparcialidad: Los jueces deben ser imparciales y objetivos en sus decisiones, sin permitir que influyan factores personales, políticos o económicos.
Aplicación arbitraria de la Ley: Cuando el Juez aplica la Ley de manera discrecional, sin justificación leal ni fáctica.

Tampoco quiero dejar pasar por alto que la Jueza de Faltas, a mi entender tendría incompatibilidades para desempeñar el cargo, ya que el Decreto Ley 8.751/77 en su Artículo 22 (Texto Ley 10.269) habla de falta grave en su inciso G “Violación a las normas sobre incompatibilidad”. Que el hecho de ejercer su función en privado como abogada haría de su incompatibilidad.

La incompatibilidad se presenta cuando existe un conflicto de intereses que podría influir en la imparcialidad del Juez. En el caso planteado, el hecho de ser abogado en el mismo municipio donde ejerce la función judicial podría generar varias situaciones conflictivas:
· Conocimiento previo de los casos: Como abogado, el Juez podría tener conocimiento previo de los casos que luego debe juzgar, lo que podría influir en su valoración de la prueba o en la aplicación de la Ley.
· Relaciones con las partes: El abogado podría tener relaciones profesionales o personales con las partes involucradas en los procesos, lo que podría afectar su objetividad.
· Presión social: El hecho de ser conocido como abogado en el municipio podría generar presiones sociales o políticas que influyan en sus decisiones como Juez.
· Apariencia de parcialidad: Incluso si no existe un conflicto de intereses reales, la mera apariencia de parcialidad puede minar la confianza en la administración de justicia.

¿Qué dice la jurisprudencia?

La jurisprudencia suele ser cautelosa en estos casos, ya que cada situación es particular y debe analizarse en función de las circunstancias concretas. Sin embargo, en general, se tiende a considerar que la doble función de abogado y Juez de Faltas en el mismo municipio, genera una situación de incompatibilidad.


¿Cuáles son las consecuencias de la incompatibilidad?

La incompatibilidad puede tener diversas consecuencias, entre ellas:
· Nulidad de las actuaciones: Las decisiones judiciales dictadas por un Juez incompatible pueden ser nulas de pleno derecho.
· Responsabilidad disciplinaria: El Juez incompatible puede ser sujeto de un proceso disciplinario.
· Pérdida de confianza en la administración de justicia: La incompatibilidad puede generar una pérdida de confianza en la administración de justicia y afectar la legitimidad de las decisiones judiciales.

Es importante destacar que la independencia e imparcialidad son pilares fundamentales de la función judicial. Cualquier situación que pueda poner en duda estos principios debe ser evitada.

Es por estas razones y otras sospechas derivadas con charlas de vecinos de nuestro medio de las cuales no me constan las pruebas ya que las mismas estarían en el propio Juzgado y es el propio HCD que cuenta con el poder de realizar estas investigaciones y que le son propias, es que solicito a este Cuerpo, se cree una Comisión Investigadora al respecto.

Sin otro particular saludo a Ustedes. Atte.

Firma: MERCFULL-25 SRL., Sergio Tuya Socio Gerente.

